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DEMOCRACIA Y LIBERTAD DE EXPRESIÓN
“La libertad de prensa es el oxígeno de la democracia. Sin ella 
el pueblo no puede autodeterminarse. De cuan extensa sea la 
primera depende la calidad de la segunda” 
Rodolfo Arango
Periódico El Espectador
El Estado social de derecho es la reunión de tres modelos de Estado delimitados 
en uno solo: el Estado liberal, el Estado democrático y el Estado social, (Uprimny, 
1995; Bernal Castro, 2006). Todos ellos poseen características que hacen posible 
su ejercicio y materialización.
El primero, el Estado liberal, se caracteriza por:
El reconocimiento al ser humano como persona, portador de derechos que son conna-
turales a su existencia y de obligaciones, todos estos cifrados en la dignidad humana 
como máxima garantía de determinación estatal y como postulado de individualismo, 
sobre el cual se elabora una serie de derechos fundamentales que harán parte de la 
manera como el individuo desarrollará su existencia.
El reconocimiento de los derechos individuales determina, por parte del Estado liberal, 
la obligación de protegerlos al máximo, sin inmiscuirse en su realización y ejecución, 
pues estos corresponden a la libertad del individuo. Lo único en lo que interviene el 
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Estado es evitar que los ciudadanos vulneren los derechos individuales de los coasocia-
dos. En este sentido el Estado garantiza libertades pero no las hace efectivas.
La concreción de los derechos y obligaciones de las instituciones y de los ciudadanos 
en la Constitución como máximo instrumento de legalidad, al que todos los miem-
bros de la sociedad se someten y por el cual determinan su comportamiento, todo ello 
como medio legítimo de autoridad y convivencia que proporciona igualdad y que se 
basa en el contrato como instrumento de convergencia de las personas.
El respeto a la ley, entendida como la máxima expresión del contrato y del Estado, 
en la que se encuentran sometidos a su voluntad los ciudadanos y las instituciones.
División de los poderes públicos y equilibrio entre estos, determinando ámbitos de 
competencia y responsabilidad que se concretan frente a su ejercicio y se desarrollan 
con base en la ley como parámetro objetivo, que delimita su actividad. De este modo 
se evita al máximo el desbordamiento de poder que pueda constituir un quebranta-
miento a las libertades de los individuos. 
El respeto al derecho por parte de los ciudadanos y las instituciones genera una igual-
dad formal, lo que implica un trato igualitario, que le impone límites al ejercicio de 
los derechos y las obligaciones por parte de los asociados y las instituciones some-
tidos al derecho. Así se determinan formas y procedimientos que hacen efectivo el 
desarrollo de derechos, pero al mismo tiempo el desenvolvimiento del Estado como 
poder legítimamente determinado en el contrato.
La seguridad jurídica es un valor trascendente en el Estado liberal, pues obliga a los 
asociados (instituciones y ciudadanos) a someterse al imperio de la ley, delegándole 
a ella la solución justa, coherente y racional, sobre los problemas que se presentan en 
la sociedad. De esta forma se convierte en la confianza que depositan los ciudadanos 
y las instituciones en el derecho, con el objeto de determinar condiciones de trato 
igualitario para los coasociados.
La justicia se caracteriza por garantizar derechos y procedimientos normativos, ha-
ciendo énfasis en el ejercicio normativo del derecho, implementando una interpreta-
ción jurídica que respete la seguridad jurídica como valor trascendente del sistema 
jurídico y de la legalidad.
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Por su parte, el Estado democrático se caracteriza por:
Asignar al ciudadano derechos participativos o democráticos, que lo involucren en 
la toma de decisiones ya sea para elegir o para ser elegido institucionalmente o para 
participar activamente en la toma de decisiones que afectan a la sociedad. 
Entender la participación de los ciudadanos en la designación de personas que for-
men parte de la institucionalidad y que desarrollen los contenidos programáticos de 
la Constitución. 
Respetar las decisiones de las mayorías, determinadas en la ley y expresadas dentro 
de procedimientos legítimos por instituciones reconocidas de manera constitucional 
y por la sociedad.
Desarrollar procedimientos participativos que involucren el respeto por los dere-
chos fundamentales de los ciudadanos, teniendo espacios democráticos debidamente 
establecidos en la legalidad para intervenir ante la institucionalidad, establecer sus 
pretensiones y obtener una respuesta argumentativamente sólida por parte de quien 
tenga la competencia para dirimir la pretensión. Por lo tanto, el discurso racional 
(Habermas, 2001: 147-197) debe ser el que proporcione la solución a los conflictos 
que se presentan dentro de la sociedad, por medio de procedimientos reglados que 
permitan materializar espacios que garanticen la concreción del discurso. Esto es a lo 
que se denomina debido proceso (Bernal Pulido, 2005: 333 a 379). 
Permitir al ciudadano la realización de sus derechos habilitando espacios que con-
cedan una efectiva comunicación. Así el procedimiento permite la discusión como 
argumentación y que el discurso sea sopesado por reglas racionales que admitan la 
pretensión del participante. Por ello dentro de este escenario la democracia es comu-
nicación reglada y efectiva que permite convertir a la persona en un ser que escucha y 
contesta ordenadamente bajo parámetros estructurales; en otras palabras, los sujetos 
respetan las formas y los procedimientos que concretan derechos y garantizan la 
seguridad jurídica. 
Respetar el derecho a la igualdad de trato ante la ley de los ciudadanos, otorgando al 
ciudadano la posibilidad de participar ante la institucionalidad en tiempo y espacios 
determinados para ejercer sus derechos.
Motivar las decisiones que involucren los intereses de la sociedad. Ello posibilita 
la participación de los ciudadanos por medio de la libertad de información. De esta 
manera se facilita la libertad de expresión y al mismo tiempo se hace efectiva la po-
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sibilidad de promover soluciones justas frente a los problemas sociales por parte del 
mismo conglomerado. Desde el punto de vista judicial, el elemento fundamental que 
determina materialmente a la justicia es la motivación de las decisiones, lo que se 
genera acudiendo al principio de inmutabilidad judicial, que implica la participación 
activa del juez en todas las etapas del proceso judicial. La consecuencia de esto se 
determina en el pronunciamiento judicial, el cual debe estar sustentado en razones 
coherentes, lógicas y racionales. Dicho pronunciamiento se basa entonces en el prin-
cipio de publicidad, que habilita a los interesados a participar con la interposición 
de los recursos judiciales a los cuales haya lugar, y así se garantiza el principio de 
doble instancia, con la finalidad de que otro juez con mayor jerarquía sopese los ar-
gumentos expuestos por el fallador de primera instancia, de tal forma que delimite su 
actuación a un debate de argumentos jurídicos sobre los que versará su posición final.
Por su parte, el Estado social se caracteriza por:
La solidaridad como valor fundamental. De este modo se configura un modelo de 
Estado en el que todos los miembros de la sociedad dejan de comportarse como indi-
viduos para sobrellevar su papel como colectividad. Esto conlleva inevitablemente a 
que todos los partícipes asuman comportamientos colaborativos que determinen un 
sentido de respeto y respaldo por los derechos de todos y cada uno de los miembros 
de la sociedad. Por otra parte, corresponde al Estado realizar un papel activo o posi-
tivo frente a los coasociados efectuando prestaciones y brindando garantías reales y 
efectivas que determinen la igualdad material en términos concretos y no como mera 
utopía. Su papel de garantía deja de ser permisivo con el objeto de que los ciudadanos 
desarrollen sus derechos y se conviertan en un constructor y ejecutor de los derechos 
de la colectividad, desarrollando actos concretos como Estado que permitan su eje-
cución (Gómez Pavajeau, 2013).
Reconocer derechos colectivos a la sociedad, de manera que se garantice un mínimo 
de bienestar hacia todos sus miembros. Esto permite un grado de igualdad material en 
la medida en que una serie de derechos satisfacen los intereses de la colectividad. Los 
asociados poseen así un mínimo de prerrogativas que hacen posible un cierto grado 
de uniformidad en términos de colectividad, concretadas en servicios esenciales con 
los que la sociedad debe contar para que pueda ser igualitaria, ya no en sentido legal 
sino en la realidad de su existencia. 
Brindar un mínimo de garantías a la sociedad, (derechos prestacionales), que le per-
mitan desenvolverse con condiciones dignas de vida, de tal forma que no sea la ley la 
que garantice sus derechos, sino que el Estado realice actividades tendientes a posibi-
litar un mínimo de condiciones de vida a la sociedad. Por ello el Estado debe realizar 
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políticas públicas que permitan brindar una cobertura social lo suficientemente fuerte 
para favorecer a la colectividad en aras de garantizar la igualdad material (Arango, 
2004: 59-90; Rico Puerta, 2012; Prieto Sanchis, 2007).
Cargas impositivas fuertes en las que la retribución se efectúa según la capacidad 
económica de cada persona, con la finalidad de financiar la carga burocrática del 
Estado y la realización de políticas públicas, así como garantizar las libertades posi-
tivas de los asociados.
Intervención del Estado en el desarrollo de políticas públicas para garantizar las presta-
ciones sociales y proteger a la sociedad de los desequilibrios que se pudiesen presentar 
por parte de esta. De esta forma él participa activamente en la vida de los asociados.
Todas estas características se denominan Estado social democrático de dere-
cho, y hasta el momento se mantienen incólumes dentro de nuestra Constitución 
Nacional. Es a partir de estas finalidades donde surgen todas y cada una de las 
normas que conforman los sistemas jurídicos y que, para ser constitucionales, 
deben respetar el contexto de este modelo de Estado. Deben partir de la base de 
que este es el asiento filosófico, jurídico y político sobre el que se concretan las 
relaciones jurídicas de los coasociados, generando una interpretación constitucio-
nal que obligue a las instituciones y a las personas al respeto de todos los valores 
y principios que lo sustentan. 
Pues bien, el Estado social democrático de derecho es un modelo material de 
Estado, pues no pretende únicamente ser una finalidad teleológica del sistema jurí-
dico, sino que procura desarrollarse y concretarse efectivamente, de tal suerte que el 
plexo normativo, desde el punto de vista constitucional, se vuelva una realidad para 
cada uno de los asociados. Ello representa, desde el escenario social, un cambio de 
pensamiento, en el entendido de que todos los asociados seamos aceptados como 
personas y al mismo tiempo seamos tratados en igual forma, sin discriminaciones.
Por ello, el especial recaudo que presenta el modelo de Estado social de-
mocrático de derecho se concreta en tener como centro de toda explicación a la 
persona humana y como su principal derecho reconocer su dignidad. Sobre esta 
base y fundamento se concretan todas las formas o manifestaciones normativas; 
en otras palabras, todo sistema jurídico acorde con la norma constitucional debe 
partir del reconocimiento de la dignidad para desarrollarse.
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Este cambio de pensamiento tiene su fundamento en reconocer las falencias 
del Estado liberal, cuya carga de representatividad era tan alta que sus estructu-
ras se veían perplejas y ausentes frente al dinamismo que se materializaba en la 
estructura social. Así las cosas, el Estado de derecho, entendido como el someti-
miento de los hombres al derecho, generaba una transformación del pensamiento 
social en el que este se encontraba por encima de los hombres y al mismo tiempo 
los sometía a su voluntad; ello trajo como consecuencia un positivismo legalista 
que implicó un serio cuestionamiento en la mitad del siglo XX, consistente en 
problematizar hasta qué punto el derecho puede estar por encima de los hombres 
y de qué forma este puede llegar a ser superior a toda forma de interpretación ju-
rídica, de tal suerte que al aplicar el derecho comprendiéndolo como una ciencia 
pura se estaría cayendo en profundas injusticias, que aunque estuviesen justifi-
cadas desde el punto de vista legal, desde el punto de vista ético estarían siendo 
cuestionadas seriamente por el modelo social.
Así las cosas, las transformaciones producidas en el siglo XX, y más concre-
tamente desde la Segunda Guerra Mundial, avocaron una transformación consis-
tente en encontrar un equilibrio entre las formas y la sustancialidad del derecho 
y entre la aplicación e interpretación de este, en el entendido de acometer una 
distinción fundamental frente a la actuación de los poderes públicos y su relación 
con la sociedad. A la luz de este propósito, el poder ejecutivo, legislativo y judi-
cial no debían someterse solamente al derecho, sino que debían rendir cuentas a 
los asociados de los actos que realizaban frente a la sociedad; por ello su actitud 
se volvió dinámica y al mismo tiempo legítima, en la medida en que reconociera a 
los asociados como propietarios del contrato social. De esta forma la sociedad se 
convirtió en actora de su propio destino y al mismo tiempo en vigilante del man-
dato constitucional que le ha otorgado al poder público. Es en este punto donde 
se unen la sociedad y la institucionalidad.
La relación existente entre Estado y sociedad se torna pública cuando aparece 
el medio de comunicación. Este es el encargado de efectivizar un derecho funda-
mental que transformó la existencia de las personas en la modernidad, provocan-
do una visión diferente del concepto de libertad, ya no entendida como simple 
locomoción o capacidad de trasladarse de un lugar a otro sin restricción alguna, 
sino como la libertad de poseer, conocer y difundir la información y de opinar con 
relación a su entorno. 
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La libertad de información y de opinión se vuelve trascendente en un Estado 
social de derecho, pues es con base en ella que la sociedad puede comprender la 
manera en que el Estado actúa. Esto permite que el servidor público rinda cuentas 
de su gestión y al mismo tiempo deposite la información pertinente al medio de co-
municación para determinar su comportamiento con relación al rol que desempeña 
en la sociedad, o pueda expresar su opinión frente a las situaciones que generen una 
actividad de vital importancia para los intereses de esta (Huertas Díaz, 2009).
Así las cosas, el valor trascendente que inspira el derecho fundamental a la 
información y a la libertad de opinión es la democracia, pues es sobre este en que 
se finca el concepto de la libertad de prensa. Por tanto, se entiende democracia 
como “el gobierno del pueblo, el poder del pueblo” y como “una forma de organi-
zación y ejercicio del poder” (Araújo Rentería, 1996), donde el gobernante tiene 
que dar cuenta de su gestión al gobernado, que es el verdadero titular del poder. 
Este concepto trae varios elementos que lo distinguen de las demás formas de 
organización del poder tales como: el poder del pueblo, la libertad y la igualdad.
La democracia es una forma de desplegar el poder político que se generó, 
producto de revoluciones y grandes batallas históricas desarrolladas por el hom-
bre que deseaba ser sujeto de derechos y al mismo tiempo de obligaciones, dejan-
do a un lado las cargas, y atropellos de los Estados y los gobiernos monárquicos, 
autoritarios, totalitarios, dictatoriales, entre otros, que les restaban autonomía y 
libertad a los seres humanos, para dar paso a un tipo de gobierno donde exis-
ten prerrogativas tanto para el individuo como para la colectividad, y al mismo 
tiempo se estipulan controles y ciertos límites al poderío del Estado y al de sus 
mismos gobernantes (Fioravanti, 2001; Matteucci, 2008).
El derecho de expresión, el derecho de información y el de opinión surgen 
como consecuencia de los postulados de los Estados democráticos en los que se 
entiende que las decisiones tomadas por las autoridades deben ser comunicadas a 
sus ciudadanos. Con esto se garantiza un control efectivo, con la finalidad de que 
no haya extralimitación de poderes. La libertad de expresión permite el desarro-
llo de tres aspectos en las democracias: “1. La deliberación pública informada, 
2. El control sobre el poder público, 3. La vigilancia sobre el creciente poder de 
las empresas privadas en la definición de los intereses públicos” (Álvarez, 2011). 
En el mismo sentido, Jiménez Ulloa ha afirmado, en relación con la demo-
cracia y la libertad de expresión, que este es un elemento fundamental de la 
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definición de los derechos fundamentales de los derechos humanos; es un ele-
mento necesario para alcanzar y mantener la justicia social, la paz del mundo y 
el ejercicio libre de los derechos esenciales del hombre. Lo anterior se encuentra 
establecido en los preámbulos de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos en América y Europa. Tanto es así que la democracia es reconocida 
en las dos convenciones regionales (Convención Americana de los Derechos 
Humanos, artículo 13, y la Convención Europea de los Derechos Humanos, ar-
tículo 10) como el único modelo de organización social y política compatible 
con los derechos garantizados en ellas. Así mismo, la Democracia y la libertad 
de expresión se encuentran vinculadas, puesto que la libertad de expresión es un 
derecho fundamental a realizarse en la democracia, y la libre circulación de ideas 
e información construye democracia y contribuye al reconocimiento de otros de-
rechos fundamentales (Jiménez Ulloa, 2010).
Siguiendo con la relación establecida entre la democracia y la libertad de 
expresión, se puede comprender que la segunda es un mecanismo expedito de 
cualquier democracia, de tal forma que entre mayor democracia exista en un de-
terminado Estado, más fuerte se hace el derecho a la libre expresión. En este 
contexto, el papel de los medios de comunicación se vuelve trascendente en la 
medida en que desarrollan el principio de publicidad, estableciéndose medios 
de control sobre el ejercicio del poder público en sus diferentes escenarios. Así, 
existe un control político sobre los actos de gobierno, un control legislativo sobre 
la forma como el legislador desarrolla el papel en el Estado y un papel de control 
judicial entendido en la forma en que se desarrollan las decisiones judiciales y 
cómo se desarrollan los juicios en las diferentes áreas del derecho. En todas estas 
manifestaciones de la actividad pública los medios de comunicación generan opi-
nión y control efectivo para materializar el fin último de la democracia, que no es 
otro que darle participación pública a la sociedad sobre los hechos que generan 
un interés vital dentro de ella (Navarro Marchante, 2011). 
Se considera que la libertad de expresión es la piedra angular de la democracia, 
pues con ella se permite el desarrollo de la tolerancia, el pluralismo, pero también 
la supervisión y el control sobre aspectos trascendentes en la vida pública: políti-
cos, electorales, procesos judiciales de trascendencia pública y política exterior. El 
efectivo ejercicio de la libertad de expresión sirve para fomentar la responsabilidad 
de los funcionarios públicos y su gestión pública, pero fundamentalmente se puede 
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concluir que donde no existe control ciudadano y se restringe la libertad de expre-
sión se comienza a debilitar la democracia y a cimentar terreno para los sistemas 
políticos autoritarios (Jiménez Ulloa, 2010; Uprimny Yepes, 1998). Por ello la cen-
sura es el mecanismo expedito para limitar la información y para callarla y, a partir 
de allí, pasar de la democracia y la libertad a la dictadura.
En ese orden de ideas, la opinión consultiva 5 de 1985 emanada por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, refiriéndose al artículo 13 del Pacto de 
San José de Costa Rica o Convención Americana de Derechos Humanos, ha 
señalado que :
El artículo 13 señala que la libertad de pensamiento y expresión “comprende la li-
bertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole...” Esos tér-
minos establecen literalmente que quienes están bajo la protección de la Convención 
tienen no solo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino tam-
bién el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole. Por tanto, cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de 
un individuo, no solo es el derecho de ese individuo el que está siendo violado, sino 
también el derecho de todos a “recibir” informaciones e ideas, de donde resulta que 
el derecho protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter especiales. Se 
ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de expresión. En efecto, 
ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de 
manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada indi-
viduo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier 
información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno […].
La libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de una sociedad 
democrática. Es indispensable para la formación de la opinión pública. Es también 
conditio sine qua non para que los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades 
científicas y culturales, y en general quienes deseen influir sobre la colectividad pue-
dan desarrollarse plenamente. Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora 
de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar 
que una sociedad que no está bien informada no es plenamente libre.
Frente al mismo tema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso 
“La última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile en Sentencia 
del 5 de febrero de 2001, hace alusión a la opinión de la Corte Europea de 
Derechos Humanos frente al tema en estudio con las siguientes palabras:
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La Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la función supervisora 
de la Corte le impone prestar una atención extrema a los principios propios de una 
‘sociedad democrática’. La libertad de expresión constituye uno de los fundamentos 
esenciales de tal sociedad, una de las condiciones primordiales para su progreso y 
para el desarrollo de los hombres. 
El artículo 10.2 de la Convención Europea de Derechos Humanos es válido no solo 
para las informaciones o ideas que son favorablemente recibidas o consideradas como 
inofensivas o indiferentes, sino también para aquellas que chocan, inquietan u ofenden 
al Estado o a una fracción cualquiera de la población. Tales son las demandas del plu-
ralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no existe una ‘sociedad 
democrática’. Esto significa que toda formalidad, condición, restricción o sanción im-
puesta en la materia debe ser proporcionada al fin legítimo que se persigue. Por otra 
parte, cualquiera que ejerce su libertad de expresión asume ‘deberes y responsabilida-
des’, cuyo ámbito depende de su situación y del procedimiento técnico utilizado.
Así mismo, la Declaración de Chapultepec de 1994 se torna en un instrumento 
indispensable para comprender el fundamento del derecho a la libertad de ex-
presión dentro de la democracia. En ella se delimitan las posibles vulneraciones 
sobre los derechos de aquellos que informan y opinan dentro de las sociedades 
democráticas, de tal suerte que solo en el fortalecimiento al derecho a la libre ex-
presión se puedan llegar a determinar espacios legítimos de democracia. En este 
sentido se puede llegar a comprender que la libertad de expresión: 1.Genera espa-
cios pertinentes para una verdadera participación social en la toma de decisiones; 
2. Construye lazos de fraternidad, solidaridad e igualdad entre los coasociados; 
3. Determina ámbitos de reflexión que conllevan tolerancia, pluralismo, respeto a 
la diferencia e igualdad; 4. Permite realizar un verdadero ejercicio de cuestiona-
miento sobre las prácticas y usos sociales que se materializa constantemente en 
la vida diaria de los asociados. 
Dentro de las formas en que se puede llegar a vulnerar el derecho de libertad 
de expresión en una democracia, la precitada Declaración señala que:
4. El asesinato, el terrorismo, el secuestro, las presiones, la intimidación, la prisión 
injusta de los periodistas, la destrucción material de los medios de comunicación, la 
violencia de cualquier tipo y la impunidad de los agresores, coartan severamente la 
libertad de expresión y de prensa. Estos actos deben ser investigados con prontitud y 
sancionados con severidad. 
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5. La censura previa, las restricciones a la circulación de los medios o a la divulga-
ción de sus mensajes, la imposición arbitraria de información, la creación de obstá-
culos al libre flujo informativo y las limitaciones al libre ejercicio y movilización de 
los periodistas, se oponen directamente a la libertad de prensa. 
6. Los medios de comunicación y los periodistas no deben ser objeto de discrimina-
ciones o favores en razón de lo que escriban o digan. 
7. Las políticas arancelarias y cambiarias, las licencias para la importación de papel 
o equipo periodístico, el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión y la con-
cesión o supresión de publicidad estatal, no deben aplicarse para premiar o castigar 
a medios o periodistas. 
10. Ningún medio de comunicación o periodista debe ser sancionado por difundir la 
verdad o formular críticas o denuncias contra el poder público. 
[www.declaracióndechapultepec.org/. declaración adoptada por la Conferencia 
Hemisférica sobre Libertad de Expresión celebrada en México, D.F., el 11 de marzo 
de 1994 (Sociedad Interamericana de prensa), suscrita por Colombia].
Por otro lado, la Corte Constitucional ha marcado la importancia de la libertad de 
expresión frente a una sociedad democrática señalando tres reglas constituciona-
les: “1. Una presunción en favor de la libertad de expresión, que supone la prima-
cía de esta libertad frente a otros derechos, valores y principios constitucionales 
en casos de conflicto, incluso del buen nombre y la honra, según el caso. 2. El 
supuesto de inconstitucionalidad en las limitaciones relacionadas con la libertad 
de expresión en materia de regulación del Estado y 3. Finalmente, la prohibición 
de la censura previa” (Sentencia T 218 de 2009).
Conclusiones
• En conclusión, el modelo de Estado social y democrático de derecho presenta 
una transformación en la forma en que la sociedad comprende sus derechos 
y especialmente en la manera de ejercerlos, de tal suerte que este modelo de 
Estado permite la consolidación de los derechos humanos a partir del concep-
to de dignidad humana, siendo determinante garantizar la libertad en todas 
sus manifestaciones como forma genuina de concreción de este.
• Una de esas formas de comprensión de la libertad se constituye en la libertad 
de expresión, que se encuentra conformada por el derecho a la información y 
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la libertad de opinión. Encuentra su raigambre en el ejercicio de la democra-
cia y establece con ella una relación inescindible en la cual una es la base de 
la otra, de tal suerte que a mayor libertad de expresión, mayor democracia, 
mientras que una restricción profunda de la libertad de expresión se puede 
considerar la materialización de un régimen autoritario. 
• Por otra parte, el vehículo que materializa el ejercicio de la libertad de expre-
sión, de opinión y de información se encuentra en la actividad desarrollada 
por los medios de comunicación. A ellos el Estado debe garantizarles una 
protección especial que permita el acceso a la libertad de información y el 
respeto por la libertad de opinión. De este modo se hace posible que el medio 
de comunicación tenga libertad, garantice la información, informe, consolide 
opinión pública y establezca espacios de respeto, tolerancia y democracia que 
permitan cohesión social fruto de la participación ciudadana. 
• El ejercicio de la actividad periodística que se concreta en el derecho a la 
libertad de expresión hace posible concretar un control político legislativo 
y judicial sobre la manera como la institucionalidad se comporta. Por ello, 
en un Estado democrático debe existir gran volumen de información, que 
posibilite su circulación, de tal forma que ella pertenezca a la sociedad; no 
se debe ocultar y mucho menos censurar, pues así se debilita el ejercicio del 
control de los medios de comunicación y al mismo tiempo se vulnera el inte-
rés democrático, que no es otro que abrir el debate de la opinión pública sobre 
las situaciones que la afectan.
• El derecho a la libertad de expresión se comprende desde el ámbito de los de-
rechos humanos: es un derecho humano y como tal debe ser protegido como 
deber de garantía los Estados democráticos. Ahora bien, este es un derecho 
cuyo ejercicio también presenta responsabilidades, límites, debido a que pe-
netra en otros ámbitos del ejercicio democrático y puede poner en situación 
de vulnerabilidad derechos fundamentales. Por ello es pertinente delimitar su 
concepto y sus restricciones. Este es el análisis de la siguiente disertación.
